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VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO, ACOSO LABORAL O 
SEXUAL. ESTÁNDAR DE DEBIDA DILIGENCIA PARA INVESTIGAR Y 
ANALIZAR LOS HECHOS PRESENTADOS, ASÍ COMO PARA JUZGAR 
CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.  

Hechos: Al analizar distintos casos de violencia política en razón de género, fue 
cuestionado, en cada caso, que las autoridades valoraron de manera sesgada 
la controversia y sin allegarse de las pruebas necesarias para resolver. La Sala 
Superior tuvo que definir, a partir de la obligación de juzgar con perspectiva de 
género en estos casos, cuáles eran algunos de los parámetros que deberían 
utilizar las autoridades administrativas y jurisdiccionales electorales en los 
procedimientos sancionadores para cumplir con un deber de debida diligencia 
en su investigación.  

Criterio jurídico: En el análisis de los casos de violencia política en razón de 
género, las autoridades deben basarse en un estándar de debida diligencia, 
deber reforzado que incluye tomar en cuenta que: 1. Todos los hechos y 
elementos del caso deben estudiarse de forma contextual e integral ya sea 
para determinar la procedencia del inicio de un procedimiento o bien para fincar 
las responsabilidades a partir de un análisis integral y no fragmentado; 2. Se 
deben explorar todas las líneas de investigación posibles con el fin de 
determinar lo sucedido y el impacto que generó; 3. Cuando el material 
probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, 
vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar las diligencias 
probatorias necesarias para detectar dichas situaciones; 4. La oportunidad de 
la investigación debe privilegiarse; 5. Analizar si los hechos tuvieron lugar en un 
contexto de discriminación en razón de género o cuestiones estructurales de 
violencia, ya que ello repercute en el estándar de prueba para tener por 
demostrado el acto en cuestión; 6. Es preciso detectar si existe una relación 
asimétrica de poder entre la parte actora y las personas que son parte de la 
investigación y cuáles son las consecuencias de ello y si la misma se basa en 
el género o sexo de la víctima. 7. Se deben detectar las cuestiones 
estructurales que generaron la violencia, a fin de que, en la medida de lo 
posible, sean atendidas en la resolución más allá de las reparaciones concretas 
que el caso amerite.  

Justificación: De la interpretación de los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; en concordancia con el artículo 7, inciso 



b., de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia Contra la Mujer; así como con la jurisprudencia 1a./J. 22/2016, de 
rubro ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. 
ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación; y la jurisprudencia 48/2016, de rubro 
VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES 
ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE 
DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES de la Sala Superior, se advierte un 
deber reforzado de debida diligencia por parte de las autoridades que inicien, 
tramiten y resuelvan los procedimientos o juicios relacionados con violencia 
contra las mujeres o acoso laboral o sexual, así como realizar un análisis de 
todos los hechos en su contexto y argumentos expuestos, a fin de hacer 
efectivo el acceso a la justicia y debido proceso. En ese sentido, el análisis 
integral y no fragmentado de los hechos tiene un impacto en el respeto de las 
garantías procesales de las partes, porque genera la identificación del 
fenómeno denunciado como una unidad, sin restarle elementos e impacto, lo 
que propicia que el órgano jurisdiccional esté en condiciones adecuadas para 
determinar, mediante la valoración de las pruebas que obren en el expediente y 
atendiendo las reglas que las rigen, si se acredita o no la infracción consiste en 
violencia política en razón de género; o bien si se trata de otro tipo de conducta 
que puede ser competencia de una diversa autoridad; o si los hechos 
denunciados en realidad no constituyen alguna infracción en el ámbito 
electoral. Se debe privilegiar por parte de todas las autoridades electorales, el 
análisis de los hechos controvertidos, bajo un contexto integral, es decir 
atendiendo a la realización de una investigación pormenorizada, ello bajo el 
contexto de la debida diligencia con la cual se deben regir atendiendo a sus 
funciones. Los casos de violencia política por razón de género requieren que se 
inicien, tramiten y resuelvan los procedimientos bajo esa perspectiva, 
potencializando los derechos de las víctimas, a fin de que sean protegidas 
acorde con la situación en la que se encuentran.  
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